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			Prólogo


			Este prólogo no tendrá un comienzo original, ya que, como la mayoría de los libros de la colección, comienza por aclarar que es imposible –en este caso, sobre la democracia– “decirlo todo”. La intención, más que presentar un relato exhaustivo (que implicaría analizar procesos históricos al detalle y explicar innumerables conceptos) es la de poner en discusión y en perspectiva teórica e histórica el debate actual sobre la democracia. Es una discusión clave, porque la democracia representativa muestra síntomas de crisis y hay un debate abierto sobre la necesidad de reformar las instituciones, “innovar”, “revitalizar” la política. 


			Existe sin embargo un eje, un punto de vista que estructura los distintos capítulos, incluso los más históricos, como los referidos a la formación del Estado. El eje está en la participación política ciudadana. En las democracias contemporáneas, se presupone que la soberanía reside en el pueblo y que éste elige a los representantes que han de gobernarlo. Sin embargo, la participación no es exclusiva de las democracias sino constitutiva del vivir en sociedad. La participación comunitaria o asociativa tiene también una dimensión política, mientras incluso los totalitarismos (el fascismo en particular) se han caracterizado por la movilización de las masas. Ahí el tema comienza a hacerse más complejo e invita a reflexionar con más detenimiento sobre las condiciones de una participación política “democrática”. 


			Los once capítulos que forman esta obra sobre las democracias del siglo XXI plantean un recorrido por la historia de las ideas y de los Estados. Primero, se busca situar el debate sobre la democracia en perspectiva teórica e histórica, centrándolo siempre en la cuestión sobre la formas de distribución del poder entre ciudadanía y Estado. El segundo capítulo identifica sumariamente los modelos que se establecieron en Europa y las Américas. Aquí me interesa especialmente destacar que no hubo un desarrollo lineal y acordado, sino una constante disputa por el significado de la democracia y del rol atribuido a la ciudadanía. Esta lucha por las ideas, claro, siempre surge combinada con la lucha por el poder, que no pocas veces se ha impuesto de forma mucho más descarnada que los argumentos.


			El capítulo tres define los mecanismos más tradicionales de participación ciudadana incorporados a sistemas políticos como el suizo y/o en expansión, más recientemente: el referendo, la iniciativas y la revocatoria del mandato: los denominados Mecanismos de Democracia Directa (MDD). El cuarto capítulo abre el debate actual, sobre factores clave que traen “vientos de cambio”: la globalización, la expansión de los medios digitales, las transformaciones de los partidos políticos, el resurgimiento del municipalismo y la discusión sobre el populismo. 


			Con este cuadro de situación, en un quinto capítulo, el texto pasa a analizar los procesos más relevantes de las últimas décadas en que la participación ciudadana, especialmente la canalizada a través de mecanismos de democracia directa, ha jugado un papel. Esto incluye desde los procesos de refundación del Estado con la descolonización en África o las transiciones a la democracia en España y Chile, las denominadas revoluciones políticas en Venezuela, Ecuador y Bolivia y el Plebiscito por la Paz en Colombia. El capítulo seis se traslada al ámbito de la crisis reciente, con una mirada sobre la Unión Europea –la integración europea y el Brexit, el auge de la xenofobia– y de los procesos latinoamericanos –el referendo por el Acuerdo de Libre Comercio en Costa Rica en 2007 y el referendo por la reelección en Bolivia en 2016–. 


			El séptimo capítulo se adentra en la discusión sobre las protestas, al tener en cuenta tanto las explicaciones teóricas a la movilización (¿por qué en un momento parte de la sociedad abandona su apatía y se moviliza?) como las protestas más recientes, con un análisis de casos como el del Movimiento #yosoy132 en México o el #niunamenos surgido en Argentina. El capítulo ocho observa los procesos en que mecanismos de participación política regulados por constituciones o leyes permiten la intervención de la ciudadanía en la definición de los asuntos públicos, considerando sus potencialidades y limitaciones. En particular, se analiza la iniciativa indirecta (que permite presentar propuestas de ley sobre las que resuelve el Parlamento), las directas (que promueven la decisión directa de la ciudadanía en las urnas) y la consulta previa (que reconoce a las comunidades originarias y obliga a consultarlas antes de emprender una acción que tenga consecuencias sobre la vida comunitaria). Se dedican dos secciones a las experiencias italiana y uruguaya, ambas emblemáticas por su utilización de estos mecanismos. 


			El noveno capítulo se ocupa de un tema que, si bien no es nuevo, ha ganado un espacio en la agenda con las experiencias recientes de Escocia y Cataluña: los referendos de autodeterminación. El capítulo diez se centra en otro mecanismo poco conocido, pese a su rápida difusión, especialmente en América Latina: la revocatoria del mandato, incluyendo casos como el que llevó a Arnold Schwarzenegger al gobierno de California en 2004, las revocatorias presidenciales en Venezuela (2004) y Bolivia (2008), y los casos de Lima y Bogotá en 2013 y 2014, entre otros. 


			El último capítulo intenta ofrecer una mirada general al debate actual: ¿puede haber democracia sin partidos políticos? ¿qué mecanismos de participación ciudadana introducir? ¿sobrevivirá la democracia al siglo XXI?


			La narración pretende someter a discusión temáticas generales e ilustrarlas con ejemplos muy concretos. La mayor parte de los trabajos, cimentados en la información que he ido compilando en más de una década de investigación sobre participación política, que en algunos casos ha derivado en artículos o libros que aquí se retoman y encaran con un enfoque diferente. 


			La selección de esas experiencias no está basada en métodos estadísticos sino en la intención de profundizar en casos que alcanzaron cierta relevancia mediática en los últimos tiempos o que son especialmente interesantes para los lectores y las lectoras porque invitan a pensar en las potencialidades y limitaciones de estos mecanismos de participación. El formato del libro, además, permite albergar curiosidades históricas y recomendar películas. El buen cine ayuda a comprender y reconstruir procesos históricos, reactiva debates y alienta la creatividad. 


			Entre las limitaciones del libro cabe destacar las territoriales: la obra se centra fundamentalmente en la experiencia de las Américas (aunque con un fuerte énfasis en América Latina) y Europa. Unos pocos capítulos abordan otras regiones, como África, los países de la antigua Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, o la experiencia de Japón con la revocatoria del mandato. Con todo, el esfuerzo mayor está puesto en reflexionar, a partir del pasado y del presente, sobre el devenir de las democracias en el siglo XXI. 


		




		

			Capítulo 1


			Democracias en transformación


		




		

			01. La disputa por el significado: la “verdadera” democracia


			Aunque la democracia parece casi incuestionable en el mundo occidental, la forma de entenderla ha variado a lo largo del tiempo y entre los territorios. Recién entre los siglos XIX y XX se consensuaron los principios fundamentales de las democracia que conocemos hoy. Esto no quiere decir que la de Atenas no haya sido democracia o que las modificaciones que se hagan al sistema de aquí en más le quiten su esencia. Sí está claro que el grado de participación de los ciudadanos es fundamental para definirla.


			El origen del concepto “democracia” remite a la Grecia clásica: “demos”, pueblo, y “cracia”, gobierno. Su existencia se remonta a un período concreto, entre mediados del siglo V y el 322 a.C., en que el gobierno de la ciudad se organizó en base a elementos directos (la Asamblea) y representativos (el Consejo de los Sabios). Pero incluso durante ese período relativamente breve, las características del sistema político fueron modificadas en más de una ocasión, hasta llegar a ser en algunos momentos el sorteo el mecanismo de selección de los representantes y, en otros, la votación directa de los habilitados a participar en la asamblea. Ese período ha sido inmortalizado por autores clásicos como Aristóteles y Herodoto y sienta las bases de las reflexiones contemporáneas en la búsqueda del modelo político ideal o, de mínima, el menos malo. 


			La primera “experimentación democrática” ocurrió en la Antigüedad, pero tuvo una existencia acotada: la de Atenas, que fue seguida por otras experiencias que se dieron con posterioridad. Desde el siglo III hasta el siglo XIX, la administración de los asuntos públicos se organizó fundamentalmente en torno a gobiernos no electos ni explícitamente autorizados por la ciudadanía. Dicho con más claridad, pasaron siglos hasta que la discusión de una forma de gobierno alternativa a la ejercida a través de la toma del poder por la fuerza y/o su acceso a través de la herencia (a menudo una combinación de ambos) volviera a entrar en escena. Esto se concretó con la revolución de las colonias americanas (1776) y la Revolución Francesa (1789). Tras la independencia de la Corona Española, también en muchos países de América Latina se suscitó una discusión sobre formas de gobierno que, como en el caso argentino, incluyó crear una monarquía. 


			
¿Sabías que... en 2016, The Economist señalaba que sólo 76 de un total de 167 países podían ser considerados democráticos?





			Después de la Revolución Francesa y del Imperio Napoleónico, la monarquía volvió a escena (durante el período conocido como “La Restauración”) y se produjo una nueva ola de pujas internas y externas hasta que se acabó definitivamente con la monarquía absolutista. Entonces, el modelo que se impuso en Europa –no sin arduas discusiones– fue el de la elección de autoridades para el ejercicio del poder, la elaboración de constituciones como marco fundamental para la convivencia y la división de poderes para evitar la dictadura. En el viejo continente esto se dio en muchos casos en combinación con la supervivencia de la monarquía (España, Suecia, Inglaterra, Holanda, entre otros países), que pasó a ser monarquía constitucional desde entonces. 


			Cronología





			507-322 aC.


			Durante casi dos siglos el gobierno de Atenas se gestionó a través de la Asamblea en la que participaban los hombres que no eran esclavos ni extranjeros, el Consejo de Sabios y un Poder Ejecutivo.


			1776-1789


			Período de efervescencia política en el que se produce la independencia de las colonias americanas y la Revolución Francesa, y en el que se discuten y experimentan los componentes fundamentales de las democracias contemporáneas.


			1960-1989


			Los procesos de descolonización en África y Asia, la restauración de la democracia en América Latina y finalmente la caída del Muro de Berlín producen una reconfiguración del mapa global, con el surgimiento de nuevos Estados y la extensión sin precedentes de la democracia en el mundo.


			En las ex colonias de América del Norte, el republicanismo del siglo XIX vio en la elaboración de una Constitución el instrumento idóneo para coordinar y regular los intereses de las mayorías y las minorías. Se remontan a esa época las nociones de poder constituyente originario, basado en el poder del pueblo en el momento en que se funda el Estado, y de poder constituyente derivado, como posterior predominio de la ley en tanto mecanismo regulador. Se supone que el poder constituyente originario reside en la ciudadanía, que lo ejerce conformando el Estado y su estructura normativa. Esto se convierte en un mito fundante o pacto de origen a partir del cual el poder constituyente derivado otorga primacía al marco legal. Las tensiones entre ambos se suscitan cada tanto, como ocurrió en Venezuela, cuando en 1999 Hugo Chávez apeló a la legitimidad ciudadana derivada del pueblo soberano (encarnación del poder constituyente originario) para convocar una asamblea constituyente no permitida por la constitución vigente (que en dicho debate encarnaba el poder constituyente derivado). 


			Aunque en América Latina la discusión sobre república o monarquía parece cosa del pasado, no hace tanto hubo un referendo para que la ciudadanía optase entre ellas. Fue en Brasil, el 21 de abril de 1993. El 13 % votó a favor de la monarquía y el 86 % a favor de la república.


			Un autor clásico para los estudiosos de la democracia, Robert Dahl (1989), sostiene que la democracia no debe entenderse como un resultado, sino como un proceso que comienza a adquirir las características hoy consideradas indispensables, durante el siglo XIX y el XX, con la abolición de la esclavitud y la conquista de un sufragio universal que incluya a las mujeres, a los negros, a los analfabetos. Dahl desarrolla el concepto de poliarquía, que contiene los siguientes elementos: 


			

					
Participación efectiva: los ciudadanos tienen que tener iguales oportunidades de formar sus preferencias y expresarlas en la agenda pública;


					
Igualdad de voto: todos los votos deben ser tenidos en cuenta de la misma manera;


					
Comprensión informada: la formación de la opinión pública a través del acceso a la información necesaria, plural, completa;


					
Control de la agenda: la ciudadanía debe tener la oportunidad de decidir sobre los temas políticos de relevancia; 


					
Inclusividad: equidad y representación de los intereses legítimos en el proceso político.


			


			Son sin duda principios abstractos que abren distintas posibilidades (y dilemas) al hacerse efectivos. Por ejemplo, legalmente puede que todos los ciudadanos tengan la oportunidad de expresar sus preferencias en la agenda pública, pero en la práctica se observa que para algunos hay vías rápidas de acceso al poder mientras para otros estas vías son limitadas y lentas. Cualquiera puede hablar, pero no todos serán igualmente escuchados ni tendrán la misma posibilidad de incidir en el proceso de toma de decisiones. 


			En una obra emblemática, el politólogo argentino Guillermo O’Donnell y el suizo Philippe Schmitter señalaban que:


			“el principio rector de la democracia es el de ciudadanía. Ello involucra tanto el derecho de ser tratado por otros seres humanos como igual con respecto a la formulación de opciones colectivas, como la obligación de quienes instrumentan dichas opciones de ser accesibles y responder por igual frente a todos los miembros del sistema político. A la inversa, este principio impone a los gobernados la obligación de respetar la legitimidad de las opciones resultantes de la deliberación entre iguales, y a los gobernantes, el derecho de actuar con autoridad (y aplicar medidas coactivas en caso de necesidad) a fin de promover la eficacia de estas opciones y proteger el sistema político de toda amenaza de perduración” (1994: 21).


			Si se acuerda con que el principio rector de la democracia es la ciudadanía, la participación ciudadana adquiere un papel fundamental. Sin embargo, las mismas concepciones de la participación ciudadana son diversas, en tanto incluyen la expresión de opiniones y/o la deliberación y/o la toma de decisiones. Un enfoque clásico concibe la participación como una forma indirecta de intervención, complementaria de la democracia representativa. La participación se entiende, en este marco, como un mecanismo para la representación, es decir, un medio por el cual los gobernantes son informados de las preferencias y necesidades del público y son inducidos a responder a esas preferencias y necesidades. Así, la toma directa de decisiones por parte de la ciudadanía queda fuera de la ecuación. En este grupo se inscribirían por ejemplo los Diálogos Nacionales que tuvieron lugar en Uruguay durante julio y agosto de 2017, cuando se invitó a expertos a presentar propuestas preparatorias para el Foro de Ministros de Desarrollo Social de América Latina. La importancia adjudicada a estos espacios de diálogo se hace evidente al comprobar cuáles han sido las organizaciones involucradas: el Ministerio de Desarrollo Social de Uruguay (MIDES), el Programa de la UNESCO para la Gestión de las Transformaciones Sociales, la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), en colaboración con otros organismos de las Naciones Unidas, tales como la Organización Internacional del Trabajo (OIT), el Fondo de Población de las Naciones Unidas y UNICEF. Sin embargo, no apunta al diálogo con la sociedad civil sino a la consulta a expertos. 


			Otros autores, como Jon Elster (1995), entienden la participación como deliberación y, en este sentido, la asocian al proceso de formación de la opinión pública, lo que contribuiría a incrementar virtudes cívicas, aun cuando no se llegara a la toma de decisiones. Se apunta así a la transformación de los ciudadanos mediante la contraposición razonada de argumentos para decidir sobre los asuntos públicos. Los Diálogos Ciudadanos que promovió el gobierno de Michelle Bachelet en Chile durante el año 2016 para deliberar sobre el futuro de la constitución son ejemplo de este intento de promover la deliberación. En este sentido, a diferencia del caso uruguayo que recurre a expertos, la experiencia chilena busca ampliar la deliberación incluyendo a toda la ciudadanía (la participación era voluntaria). Sin embargo, igual que en Uruguay, son los representantes los responsables de la toma de decisiones. 


			
La utopía de una democracia global tomó cierta fuerza después de la Segunda Guerra Mundial, cuando la necesidad de restablecer la paz parecía incuestionable. Aunque las guerras no se han acabado y el avance del terrorismo pone en duda que eso ocurra en un futuro próximo, las últimas décadas han visto un reflorecimiento de ideas libertarias. Estas se nutren de procesos complejos que conjugan la crisis económica, el fuerte desencanto con los partidos y Parlamentos y el apoyo en el uso intensivo de nuevas tecnologías. Partidos como el Pirata en Suecia y Alemania, Wikipolítica en México o el Partido de la Red en Argentina expresaron estas aspiraciones de diversas maneras. Horizontalidad, procesos abiertos de toma de decisiones y democracia directa son sus banderas.





			Finalmente –por resumir tres visiones alternativas que no agotan las definiciones existentes–, en el modelo de democracia radical, la participación se entiende como la intervención directa de los ciudadanos en la definición de los asuntos públicos. Entre muchos ejemplos, los referendos orientados a vetar leyes o a presentar iniciativas ciudadanas se inscribirían en este grupo. No se trata sólo de opinar sino de participar con voz y voto en la toma de decisiones. Hay quienes van más lejos: proponen amplios procesos de intervención ciudadana con inclusión de diversos actores y, donde es posible el debate sobre las reglas de la participación y la distribución de bienes públicos. 


			
La definición de democracia supone la vigencia de elecciones libres y competitivas como único mecanismo para el acceso a los cargos políticos, el equilibrio entre poderes y la libertad y apertura a la participación ciudadana. 


			Los autoritarismos se definen por mantener las libertades civiles restringidas, las reglas de selección de autoridades basadas en la herencia o la decisión de las élites, e impedir el control sobre quienes gobiernan. 


			La autocracia define autoritarismos institucionalizados, o sea, aquellos que funcionan sobre un andamiaje institucional, como ocurrió durante el franquismo en España. 


			La anocracia refiere a los autoritarismos que son incapaces de garantizar su propia supervivencia y están signados por la inestabilidad, lo cual los suele conducir a situaciones de guerra civil y a la competencia violenta por el poder (Marshall y Cole 2009).





			Si la participación ciudadana comprende todas aquellas acciones –individuales o colectivas– para influir directa o indirectamente en las decisiones y las acciones de los gobernantes (lo que incluye una manifestación o un corte de ruta), las instituciones de participación refieren a mecanismos regulados por la ley o convocados por el gobierno para canalizar formalmente esa participación. Mientras las primeras pueden salirse del marco legal o estar contempladas (como la huelga) pero no incentivadas, las otras están diseñadas para canalizar demandas. Sus consecuencias esperadas pueden ser directas (toma de decisiones) o indirectas (rendimiento de cuentas) e incluir deliberación (por ejemplo, un presupuesto participativo), voto (una consulta popular) o la simple presencia en un acto público (una audiencia pública).


			El modo en que se conjuguen las formas de la participación ciudadana es clave para la definición del sistema. Así, por un lado, la denominada “democracia liberal” o “democracia política” es la que se erige sobre la democracia representativa y tiene sus bases en la elección libre y competitiva de representantes. El ciudadano es definido aquí como elector. Por otro lado, la “democracia social” contempla otros aspectos, que van más allá de los meramente procedimentales, para enfatizar en la importancia de las condiciones que establecen las relaciones de poder. Por su parte, la idea de la “democracia delegativa” muestra cómo ciertos regímenes pueden promover formas de participación que tienen la intención de fortalecer al líder frente a sus adversarios políticos (más bien definidos como enemigos). En escenarios de este tipo la participación juega un rol instrumental, erosionando el control entre poderes con base en la legitimidad otorgada al líder por el apoyo ciudadano. 


			En definitiva, de las revoluciones americanas y francesa proviene la instalación de la separación de poderes promovida por Montesquieu, que creó una salvaguarda frente al despotismo. De ahí en adelante, la democracia representativa ha ido ganando terreno para convertirse en el sistema político hegemónico. Pero a la vez, y sobre todo en los países de Occidente en que la democracia ha sido el sistema dominante desde la posguerra, junto a la crisis del Estado de bienestar ha comenzado a ganar terreno la percepción de un creciente desinterés y desconfianza de los ciudadanos hacia sus líderes y las instituciones de la democracia representativa. Sin duda, además de la crisis económica, este sentimiento ha sido alimentado por escándalos de corrupción y la percepción de que los gobernantes no gobiernan para la mayoría sino para beneficiar a las minorías más poderosas (el Latinobarómetro indicaba en 2017 que un apabullante 73 por ciento de los latinoamericanos considera que “se gobierna para unos cuantos grupos poderosos en su propio beneficio”). Parte de este reclamo se traduce en la demanda de una “verdadera” democracia. Y ahí está el quid de la cuestión: ¿la democracia debe ser método o también resultado?, ¿la representación es la mejor forma de organizar el gobierno en las sociedades contemporáneas?, ¿o debería reemplazarse por otras fórmulas, como el sorteo?, ¿o complementarse con mecanismos de intervención directa? Estas y otras preguntas son el marco de la disputa. Pero aunque adquieran características específicas en las sociedades contemporáneas y en contextos determinados, no son nuevas.


			En pocas palabras


			No existe una manifestación única de democracia. Sin embargo, en todas, la participación de la ciudadanía cumple un papel fundamental y es el modo en que se dé esa participación lo que las tipifica. 


		




		

			02. Pasado (y futuro) de la democracia directa


			La democracia directa, para algunos la única “verdadera democracia”, es en sentido estricto el sistema en el que el poder es ejercido directamente por el pueblo en Asamblea. Sin embargo, hay pocos ejemplos históricos duraderos y casi ninguno de ellos representa un modelo puro –el renombrado caso ateniense contaba con un Consejo de Sabios y un Poder Ejecutivo. De igual manera, la posibilidad de volver a pensar en formas directas de ejercicio del poder ha resurgido en las últimas décadas, debido a la crisis de la democracia representativa y a la expansión de nuevas tecnologías, que han invitado a idear formas de renovar la democracia.


			En el año 507 a.C. Clístenes impulsó la democracia en la ciudad-Estado de Atenas. El gobierno se organizó entonces en torno a una Asamblea, en la que participaban todos los ciudadanos varones de la ciudad, y un Senado, cuyos miembros se elegían por sorteo. La Asamblea elegía incluso al líder del ejército. Quienes rechazan hoy la instalación de una democracia directa al estilo ateniense argumentan sobre la incompetencia de los ciudadanos para tomar decisiones complejas, por un lado, y por otro, insinúan que sistemas de este tipo pueden ser más proclives a culminar en la aceptación de líderes carismáticos o populistas que conduzcan a sistemas autoritarios. Finalmente, los críticos también sostienen que la democracia directa no podría funcionar en las sociedades masivas contemporáneas. Por limitaciones de espacio y de tiempo, la ciudadanía tendría dificultades para participar y las decisiones serían tomadas finalmente por una minoría de personas especialmente activas. 


			Una crítica más reciente supone que la democracia griega era menos democrática y menos directa de lo que se supone. Lo primero es bien conocido: mujeres, esclavos y pobres estaban excluidos del ámbito de toma de decisiones. Lo segundo refiere a los poderes que convivían con la Asamblea. Aun si la Asamblea tenía un poder teóricamente absoluto para decidir sobre leyes y decretos, no podía tratarlos si no había primero un informe del Consejo de Sabios, con lo que no tenía capacidad para definir su propia agenda, aunque una vez instalado el tema, la Asamblea no estaba obligada a seguir las recomendaciones recibidas. De a poco, esto evolucionó y se establecieron restricciones que fueron limitando el poder de la Asamblea. Por otro lado, los sorteados para el Senado respondían a un grupo de ciudadanos muy delimitados de aristócratas ya que no cualquiera podía participar del sorteo.


			La de Atenas no es la única experiencia. Durante al menos cuatro siglos, entre el 449 a.C. y el año 44 a.C., los ciudadanos participaron directamente en la elaboración y aprobación de leyes en la Antigua Roma. Julio César terminó con este sistema al asumir el poder. Hay otros ejemplos en Europa, como la brevia, que fue utilizada en ciudades del norte de Italia durante los siglos XII y XIII, y en el siglo XVIII en Venecia. Por este sistema, un grupo de hombres escogidos al azar, tras jurar que no actuaban bajo presión, elegían a los miembros del Consejo. Un procedimiento semejante se empleó en Florencia desde el año 1328. Allí los candidatos podían postularse poniendo sus nombres en un saco del que luego se elegiría, como en una lotería, el nombre de los seleccionados. El mayor nivel de apertura del sistema se habría producido entre 1378 y 1382. En Florencia la lotería se utilizaba también para elegir a los magistrados.


			Casi todas las experiencias de democracia directa –de todos modos escasas– registradas a lo largo del tiempo muestran la articulación de formas de participación directa de la ciudadanía –en el pasado, un concepto marcadamente excluyente– con liderazgos. Por lo tanto, cabe hablar de formas híbridas más que de democracia directa.


			También se pueden mencionar como ejemplo de participación los Usatges vigentes en Cataluña durante el siglo XI, bajo el reinado de Ramón Berenguer IV. En estos casos, cabe insistir, se combinan formas de participación restringidas con el poder ejercido por reyes o emperadores fuertes. Estas formas de participación tuvieron auge a nivel comunal y podrían estar en la base de la creación de mecanismos de democracia directa. En Suiza, los historiadores vinculan la introducción del referendo en la primera Constitución de la Confederación, aprobada en 1848, con la existencia previa de las formas de participación directa en los pueblos (landsgemeinde). 


			
¿Sabías que... la democracia más grande del mundo es la India, con más de ochocientos millones de electores?





			Las corrientes de pensamiento marxistas y libertarias han propuesto modelos de participación directa de la ciudadanía y/o experiencias de cogestión y autogestión, como se expresa en las obras de Vladimir Lenin o Rosa Luxemburgo. Sin embargo, la experiencia comunista de participación directa ha mostrado o bien ser efímera o bien quedar cooptada en manos del partido único. 


			Cronología





			1905-1917


			La primera Revolución Rusa, en 1905, es el caldo de cultivo para la autoorganización de los trabajadores en juntas o comunas (soviets). El método se establece para todo el país tras la segunda Revolución, en 1917. 


			1871


			Por un breve período, la ciudad de París es tomada por vecinos que se organizan para la resistencia mientras el país es invadido por las fueras prusianas. La experiencia culmina con la violenta represión ocurrida en lo que se recuerda como la “semana sangrienta”. 


			2001


			En Argentina, la crisis económica deriva en el abandono de fábricas quebradas por sus propietarios. En muchos casos los trabajadores de organizan para ponerlas a producir, creando innovadoras formas de autogestión. 


			2011


			La crisis económica apuntala a nuevos y viejos movimientos sociales que buscan una mayor participación directa de la ciudadanía en los asuntos públicos. Destacan movimientos como Occupy Wall Street en Estados Unidos, el 15M o Indignados en España.


			La Comuna de París (nombre derivado de la denominación del Municipio de París) es quizá el movimiento de autogobierno más conocido, y en cierta forma idealizado, que se recuerde. Después de la guerra franco-prusiana, con Napoleón III fuera del poder, París estuvo sitiada durante meses, del 19 de setiembre de 1870 al 28 de mayo de 1871. Finalmente, el ejército prusiano proclamó emperador a Guillermo I. Durante la resistencia, en París se formó un movimiento insurreccional que entre el 18 de marzo y al 28 de mayo puso en funcionamiento un proyecto político popular de autogestión organizado en torno a una milicia ciudadana denominada Guardia Nacional Francesa. La milicia consiguió el apoyo de los descontentos, que eran muchos: varones y mujeres trabajadores y grupos libertarios que se oponían a la restauración de la monarquía borbónica. Durante esos sesenta días de gobierno popular se pusieron en marcha las fábricas abandonadas por sus dueños, se crearon guarderías, se declaró el Estado laico y las iglesias fueron tomadas para organizar las asambleas de vecinos. El asedio fue duro y la represión violenta. La “semana sangrienta” que va del 21 al 28 de mayo de 1871 culminó con diez mil muertos e innumerables destrozos. París cayó bajo la ley marcial durante cinco años. 


			
El estudio del lugar físico en que se reunía la Asamblea ateniense, Colina Pnyx, ha mostrado que hacia el siglo V el lugar permitía la reunión de unas seis mil personas y que posteriormente se amplió, hasta permitir albergar a ocho mil. Sin embargo, estas cifras distan considerablemente de los 60 mil varones mayores de edad que potencialmente podían participar. O sea, que se contemplaba la asistencia de una décima parte de los ciudadanos en la época de mayor densidad demográfica. Al analizar el caso, Erwin Robertson (2010) ha señalado que el establecimiento de un quorum calificado para decisiones como la votación sobre ostracismo (la condena a abandonar la sociedad) de seis mil podría haber derivado del condicionamiento establecido por el espacio físico.





			Más tarde, dentro de la tradición marxista-leninista se estableció el “centralismo democrático”, como método de organización del partido único. Desarrollado en la obra de Lenin ¿Qué hacer? (1902), el centralismo democrático propone que la toma de decisiones opere desde abajo hacia arriba. El sexto congreso del Partido Bolchevique, que tuvo lugar del 26 de julio al 3 de agosto de 1917, estableció que todos los directivos del partido debían ser electos, que debían rendir cuentas periódicamente de sus actos a las organizaciones del partido, que la minoría debía subordinarse estrictamente a la mayoría y que todas las decisiones eran vinculantes para todos los cuerpos del partido y para todos sus miembros. 


			La consigna “todo el poder a los soviets” (palabra rusa que significa Consejo o Junta) que lanzó la Revolución de 1917 buscaba edificar una sociedad sin explotadores. El militante catalán Andreu Nin estudió el caso con la intención de reproducir la experiencia en España. En Los Soviets: su origen, desarrollo y funciones, publicado en 1932, Nin rastrea el origen de los soviets en la primera Revolución Rusa, en 1905, y sostiene que “su creación no fue debida a la iniciativa de ningún partido ni grupo político, sino que fue obra espontánea de las masas durante el desarrollo de los acontecimientos revolucionarios”. En 1905 los soviets se organizaron de diversas maneras, hasta que en 1917 adquirieron una forma específica: en cada fábrica los obreros elegían diputados al Soviet, que debían rendir cuentas ante sus electores y podían ser destituidos y reemplazados por otros en cualquier momento. La evolución de la Unión Soviética mostraría cuán lejos de las expectativas del ideal democrático de base estaba el soviet, controlado jerárquicamente por las cúpulas del partido. 


			
La experiencia de autogestión que se dio en la Comuna de París, del 18 de marzo al 28 de mayo de 1871, ocurrió antes del cisma entre anarquistas y marxistas. Ambos grupos habían tenido presencia en los eventos y los reivindicaron como propios. Karl Marx los calificó como primera experiencia de “dictadura del proletariado”. Michael Bakunin respondió que, dado que no habían arrebatado el poder al Estado francés ni tampoco existió una vanguardia organizada, la Comuna parisina sólo podía entenderse como una experiencia anarquista de autogestión.





			Tras la caída del muro del Berlín, en 1989, el ideal de la democracia directa y/o de la autogestión parecía relegado al pasado o a experiencias muy locales y minúsculas. En los años siguientes volvieron a florecer. Estos anhelos de cambio tienen sus bases en la crisis de la democracia representativa y en la expansión de las nuevas tecnologías. El movimiento de renovación viene de la mano de lo que se ha dado en llamar “democracia participativa” en América Latina y se conoce como “innovación democrática” en Europa. El énfasis no se pone necesariamente en reemplazar la democracia representativa sino en transformarla, incorporando mecanismos de control y participación ciudadana. En los últimos años, han surgido también nuevos partidos, como el Partido Pirata en Suecia y Alemania, que se construyen horizontalmente y proponen la utilización intensiva de tecnología para ampliar los ámbitos de toma de decisión de la ciudadanía. 


			Un ejemplo radical es el de la Democracia Líquida, que propone un software para que cada ciudadano pueda votar cualquier decisión del Parlamento o delegar su voto en otro. Una adaptación de esta propuesta es Democracia 4.0, surgida en el marco del movimiento de protesta 15M (por el 15 de mayo de 2011, impulsado por el abogado, y desde 2015 representante de Podemos en Andalucía, Juan Moreno Yagüe) que fue adoptada por la Plataforma Democracia Real Ya (DRY) y por el Partido de la Y, en su programa “Democracia y Punto”. En esta versión, los ciudadanos ya no pueden postularse como representantes, pero sí pueden delegar su voto en los partidos políticos (para cada decisión concreta). El sistema funcionaría en interacción con el Parlamento, ya que cada vez que un ciudadano decidiese ejercer su voto le restaría la cuota de representación al Parlamento (lo que sólo es significativo cuando lo hace un número relevante de personas). Si no vota, se asume que delega su voto en el Parlamento. De acuerdo a los cálculos del grupo promotor, cada voto del Parlamento (calculado sobre la base de los escaños, aunque el sistema de reparto no permite hacer cálculos exactos) equivale a 100 mil votos.


			Sistemas como el descrito son muy cuestionados porque, en un mundo hiperconectado como el actual, se podrían erosionar las bases de la representación aún más y todo esto sin dar suficientes garantías de una participación directa diversa, bien documentada, amplia. Aun así, dado que hay un reclamo cada vez más fuerte de reformar la democracia y que hay instrumentos y mecanismos tecnológicos, políticos, sociales, para hacerlo, la reflexión está abierta. 


			En pocas palabras


			La democracia directa “pura” nunca existió, aún así, actualmente se busca ampliar los ámbitos para la toma de decisiones por la ciudadanía con ese sistema como ideal. 


		




		

			03. La democracia representativa bajo presión


			El ideario de las revoluciones Americana y Francesa convirtió a la ciudadanía (“el pueblo”) en la principal fuente de legitimidad de los sistemas políticos. Pero la expansión de la democracia no fue inmediata –en Europa pasarían décadas hasta que la restauración monárquica fuera vencida nuevamente– pero se fue dando paulatinamente, hasta adquirir dimensiones globales. En el marco de la democracia representativa, el poder se ejerce, desde entonces, en base a la elección de representantes realizada por la ciudadanía y dentro de una estructura de limitaciones (establecidas por la ley) y contrapesos entre poderes: igualdad de oportunidades, igualdad ante la ley, libertad de pensamiento y expresión y control del poder y entre poderes.


			Como legado de las revoluciones Francesa y Americana, en las democracias liberales contemporáneas se asume que la soberanía reside en el pueblo, mientras la representación sienta las bases de un particular sistema para el ejercicio del poder. En la democracia representativa, las elecciones periódicas, libres y competitivas de las autoridades son el mecanismo para la selección de quienes ejercerán el poder temporariamente, sometidos a unas restricciones basadas en las normas y el equilibrio entre instituciones ejecutivas, judiciales y legislativas. 


			El mandato imperativo (la idea del delegado en lugar del representante, que implica desarrollar a rajatabla la acción o política propuesta) y la revocabilidad permanente de representantes (la remoción de una autoridad en cualquier momento) fueron discutidos durante los siglos XVIII y XIX. En ese momento comenzaron a tomar forma las instituciones del sistema político que se convertiría en el ideal del siglo XX: la democracia representativa. El mandato imperativo y la posibilidad de remover a los representantes electos fueron descartados en principio. El argumento a favor de la elección regular de autoridades por períodos determinados sostenía que la elección periódica funcionaría como un mecanismo de control sobre los representantes, dando el derecho a reelegir o no al político o partido en el poder. Por su parte, la ausencia de mandato imperativo permitiría al elegido gobernar en beneficio de la “voluntad general” y no sólo de quienes lo eligieron. La representación formó así el núcleo del sistema político que se expandió y predomina hasta la actualidad.


			
¿Sabías que... Italia se convirtió en República tras el plebiscito del 2 de junio de 1946 en el que las mujeres votaron por primera vez?





			En este modelo, la existencia de una esfera pública independiente, que opere como intermediaria entre Estado y sociedad, es fundamental. La esfera pública es el espacio privilegiado para la construcción de la opinión pública, es allí donde se ejerce el control sobre los gobiernos y se accede a la información, base del ejercicio ciudadano de los derechos políticos: elección de los representantes y control de los actos de gobierno. Esto funciona como un contrapeso ante la ausencia de mandato imperativo, porque aunque los gobernantes no estén obligados a seguir el mandato popular, tampoco pueden ignorarlo. La división de poderes establece procedimientos de control para impedir la corrupción y el abuso de poder.


			Aun si consideramos la articulación entre instituciones y la existencia de la esfera pública, las bases del modelo no pueden ignorar el profundo temor ante el poder de “las masas”. La visión schumpeteriana de la democracia (que adopta el nombre de Joseph A. Schumpeter, autor entre otros de Socialismo, Capitalismo y Democracia) es emblemática en este sentido. En esta visión, la representación democrática se define como un procedimiento mediante el cual los partidos políticos compiten al ofrecer sus “productos” a los ciudadanos y estos emiten sus preferencias mediante el voto. En esta contienda, las elecciones y demandas de los votantes pueden ser captadas por los partidos en su afán de acceder al poder, pero probablemente sean reformuladas una vez alcanzada la meta. Para Schumpeter, toda referencia a una sujeción de la libertad de los representantes a los intereses de la ciudadanía es una negación del concepto mismo de liderazgo político. La implicación política de los ciudadanos comunes no sólo no tiene un rol central sino que además se percibe de forma negativa. Al desarrollar sus ideas, este autor describe de forma descarnada al “ciudadano medio” de las democracias modernas, concibiendo la naturaleza humana como esencialmente irracional: 


			“...incapaz de acción, excepto la estampida, que apenas se aleja de sus preocupaciones privadas y penetra en el campo de la política, desciende a un nivel inferior de prestación mental, donde la volición individual, el conocimiento de los hechos y la ingerencia que utiliza en el ámbito familiar disminuyen notablemente. (…) se utiliza más racionalidad en una partida de ‘bridge’ que en una discusión política entre no políticos” (Schumpeter 1961).


			
Según un estudio de Monty Marshall y Benjamin Cole (2009), en 1946, de los setenta y un Estados independientes reconocidos en el mundo, sólo veinte eran democracias. El resto eran considerados regímenes autoritarios, y de este grupo diecinueve estaban institucionalizados (autocracias) y treinta y dos eran inestables e incapaces de garantizar su propia supervivencia (anocracias). Las guerras mundiales y los procesos de descolonización condujeron a que treinta años más tarde se duplicara el número de Estados y también el número de gobiernos autocráticos, grupo en el que hacia 1977 se incluían ochenta y nueve países. Apenas dos décadas más tarde, volvía a observarse un cambio radical del mapa político mundial. La restauración de la democracia en América Latina y, más tarde, la caída de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS) provocaron que para 2009 la democracia se hubiera convertido en el sistema hegemónico (en ese año había noventa y dos democracias mientras el número de autocracias había caído a veintitrés).





			Cronología





			1748


			El filósofo y ensayista francés Barón de Montesquieu (1689-1755) publica El espíritu de las leyes (De l’esprit des lois) donde analiza el modelo político inglés para defender la separación de poderes y la monarquía constitucional, que postula como el mejor sistema contra el despotismo.


			1789


			Nicolás de Condorcet (1743-1794), científico, filósofo, matemático y político francés, toma parte activa en la Revolución Francesa. Condorcet aboga por la educación laica y defiende el derecho de las mujeres a votar.


			1835


			El filósofo, político, jurista e historiador francés Alexis de Tocqueville (1805–1859) publica La democracia en América. La obra, en dos tomos, analiza la influencia del movimiento democrático en la formación del gobierno y las leyes y la influencia de la democracia sobre las costumbres y las ideas.


			Pero, dejando a un lado por un momento los prejuicios schumpeterianos: ¿Qué es la representación? Hanna Pitkin (1967) ha reflexionado sobre el tema desde la filosofía política, y sus conclusiones se han convertido en lectura obligada. Para Pitkin la representación es el acto por el que una persona adquiere un derecho para actuar en nombre de otros por un período determinado. Durante ese período, el representado pierde la capacidad de exigir que el gobernante cumpla con sus responsabilidades, con sus promesas o con lo que quienes le han conferido el poder esperan de él o ella. En un sistema estrictamente representativo, la única limitación de la autoridad durante su período de gobierno proviene de la ley. Las elecciones funcionan como mecanismo de castigo o premio al confirmar al político o partido en el poder o reemplazarlo por otro. Pitkin diferencia entre diferentes enfoques: 


			

					representación formal, o referida a los procedimientos de selección de representantes;


					representación descriptiva, o referida a la medida en que, por ejemplo, las mujeres o los indígenas están representados en un Parlamento (en otras palabras, lo que permite evaluar cuánto se parecen las características sociodemográficas de un Parlamento a la sociedad que aspira representar);


					representación simbólica, o referida al apoyo que reciben las autoridades;


					representación sustantiva o referida a las políticas específicas que se diseñan y su acercamiento a las preferencias de la ciudadanía. 


			


			
Jane Mansbridge (2003) desarrolla las diferencias entre la representación “promisoria”, la “anticipatoria” y la “giroscópica”. La representación promisoria se centra en la idea de que durante la campaña los representantes hacen promesas y en base a estas promesas, expresadas en el programa de gobierno que implementarán de ser electos, obtienen el poder. La representación anticipatoria deriva de la idea de un voto retrospectivo, los representantes se centran en lo que creen que los electores esperan y avalarán en las elecciones (en un caso extremo, se trataría de gobernar a base de preferencias expresadas en las encuestas). En la representación giroscópica, el representante actúa según sus concepciones y sentido común, con lo que su personalidad gana peso frente a un programa concreto o la anticipación de los deseos de los electores. Para la autora, el problema surge cuando no hay un marco para el rendimiento de cuentas: sólo el voto programático permite evaluar el cumplimiento.





			Las bases de la representación son históricas y contextuales, pudiéndose observar cambios en el tiempo y entre sistemas políticos. Por ejemplo, David Samuels y Mattheu Schugart (2003) sostienen que los sistemas presidencialistas y los sistemas parlamentarios pueden vincularse a distintos modelos de representación. Para estos autores, el presidencialismo limita las posibilidades de la representación por mandato (esto es, representación prospectiva o, en otras palabras, basada en lo que el gobernante hará durante su gestión), mientras incentiva la representación por rendimiento de cuentas (esto es, representación retrospectiva o referida a la evaluación de lo que el representante ha hecho durante su gobierno). Lo contrario ocurriría con los sistemas parlamentarios, en que los mecanismos de representación por mandato están más aceitados mientras el rendimiento de cuentas presenta mayor complejidad (porque el poder está más repartido). 


El modelo de democracia más estrictamente representativo predominó hasta hace unos pocos años, con contadas excepciones, entre las que destaca Suiza a nivel mundial y, en América Latina y de forma mucho más modesta, Uruguay, como único país latinoamericano con tradición de activación de iniciativas y referendos.


			Más allá de estas cuestiones, más propias de la filosofía política, parece estar claro que la democracia representativa está a la vez en auge y en crisis. Así, mientras el sistema se extiende en el mundo, crecen también sus cuestionamientos. Las encuestas europeas (Eurostat) y latinoamericanas (Latinobarómetro) muestran que los ciudadanos confían cada vez menos en parlamentos y representantes y que las preferencias son más volátiles. El “voto cautivo”, aquel que se expresaba en la adscripción de por vida a un partido político, está en extinción. Cada vez es más frecuente, en muchos países, que surjan organizaciones políticas para una elección y desaparezcan en la siguiente, mientras partidos que dominaban la arena electoral de repente se vuelvan casi irrelevantes. Esto último parece haber ocurrido con la socialdemocracia en Grecia, Francia y Austria. En algunos casos, el tradicional bipartidismo ha estallado por los aires ante la emergencia y rápido crecimiento de un amplio espectro de nuevos partidos, a izquierda y derecha, como ocurrió en España. En países de América Latina como Perú y Venezuela directamente se puede hablar de colapso y formación de una nueva arena político-electoral. 


			Pero esto no debe entenderse como despolitización de la sociedad. Por el contrario, en Europa y América Latina, aunque con diferente intensidad, la ciudadanía ha participado activamente, en más de una ocasión, haciendo oír su voz a través de la protesta. Las calles han sido y son tomadas con frecuencia para expresar diversos reclamos, de reconocimiento, redistribución o contra políticas específicas. La relativa, pero creciente, desconexión entre la ciudadanía y los clásicos canales de transmisión de demandas –partidos políticos y sindicatos– es la que pone en evidencia la necesidad de repensar el andamiaje institucional. Además, en un mundo en que el acceso a la información se multiplica a través de viejos y nuevos medios de comunicación, urge reflexionar sobre la formación de la opinión pública –una opinión pública menos cautiva y con más acceso a pluralidad de fuentes. 


			El acceso a la información pública ha pasado a ocupar un lugar central en las democracias contemporáneas, mientras las limitaciones y restricciones que enfrente este acceso se han convertido en variables explicativas de su baja calidad. Giovanni Sartori (1990) ha señalado ya hace décadas que las condiciones que permiten la libre expresión de la opinión pública son, por un lado, la existencia de un sistema educativo que forme pero no adoctrine y, por otro, la existencia de pluralidad y diversidad de fuentes de información. Activistas e investigadores han alertado sobre las consecuencias que la concentración de medios de comunicación en unas pocas manos puede tener sobre esta pluralidad y diversidad, un proceso que se ha ido incrementando desde los noventa, con la consolidación de grandes emporios mediáticos nacionales y globales. 


			Paradójicamente (ya que en teoría el objetivo era abrir el mercado y multiplicar las fuentes), desde fines de los ochenta, la liberalización del mercado de las telecomunicaciones ha promovido procesos de concentración inéditos, se han multiplicado los canales, pero no la diversidad de contenidos ni de puntos de vista (Barber, 1998). La explosión del cable y la televisión satelital desde finales de los años ochenta y, posteriormente, la proliferación de las tecnologías basadas en Internet, han incrementado la centralidad e interés económico de los medios de comunicación, e incluso su poder para construir la realidad y fijar la agenda pública. 


			En pocas palabras


			Las formas de representación han ido cambiando y se ha vuelto esencial el acceso a la información y la opinión pública. El desencanto ciudadano no refleja despolitización sino una demanda de renovación democrática.


		




		

			04. La democracia participativa (aún) como promesa


			La libre elección de los gobernantes constituye un rasgo esencial de los regímenes democráticos representativos. Existe un relativo acuerdo sobre esto, no sobre la conveniencia y la naturaleza de una participación más amplia de la ciudadanía más allá de la elección de representantes. La demanda de mayor participación de la ciudadanía ha tomado fuerza y las prácticas se han multiplicado en los últimos años: referendos, iniciativas, presupuestos participativos, entre otros. Pero, ¿es posible y deseable que los ciudadanos corrientes participen en ámbitos donde se toman decisiones que afectan directa o indirectamente sus vidas? ¿Tienen algo “valioso” que decir a sus representantes? ¿Son capaces de ejercitar un sentido del bien común y general o sólo aplican la estricta defensa de sus intereses más inmediatos?


			La identificación de valores positivos en la participación de la ciudadanía no es nueva. Por el contrario, se puede rastrear una historia de intentos que, con mayor o menor éxito, buscaron incluir formas de participación ciudadana que no se limitaran a la elección de autoridades cada determinada cantidad de años. En Suiza, esto derivó en la introducción de mecanismos de democracia directa, ya desde 1848, con la primera Constitución de la Confederación. Durante la formación de los Estados Unidos de América, el debate otorgó el triunfo a quienes defendían formas más puramente representativas de gobierno. Sin embargo, un siglo más tarde, los Estados de la unión comenzaron a regular referendos, revocatorias e iniciativas, y todos ellos contemplan ahora alguna de estas figuras. En la década del sesenta, también en Estados Unidos, la expansión de nuevos movimientos sociales que reclamaban derechos para las mujeres, los negros y las minorías sexuales pusieron en escena la necesidad de ampliar las formas de participación e inclusión. 


			Más tarde surgió con auténtica fuerza la búsqueda de formas complementarias o alternativas a la democracia representativa. En América Latina ocurrió durante la transición a la democracia y en Europa especialmente a partir de la crisis económica desatada en 2008. La participación ciudadana busca incidir no sólo en la elección de los gobernantes (habitualmente considerado como participación electoral) sino también en las decisiones que estos toman a lo largo de todo el período de gobierno. Esta distinción permite separar analíticamente la participación electoral de la ciudadanía, ambas consideradas formas de participación política. A su vez, tiene la ventaja de distinguir entre la participación ciudadana propiamente dicha y otras formas de interés por la política que no necesariamente implican participación, como pueden ser la lectura de periódicos, el sentimiento de patriotismo o la discusión en el café. Sin embargo, lo que es fácil de distinguir en pocas palabras puede no ser tan fácil a la hora de analizar ejemplos concretos. Un post en Twitter haciendo una denuncia puede quedar como un acto de expresión individual pero también puede ser el tiro de gracia para lanzar una movilización con alto impacto, como ocurrió por ejemplo en el origen del movimiento contra la violencia de género conocido como #niunamenos. 


			
¿Sabías que... más de mil quinientas ciudades del mundo han implementado presupuestos participativos?





			Carole Pateman (1970) fue precursora de la concepción que interpreta la participación como toma directa de decisiones por parte de la ciudadanía, sean ciudadanos ordinarios u organizados, y que establece la importancia de expandir las formas democráticas del ámbito político a otros de carácter social y laboral, a fin de evitar que las desigualdades sociales y económicas se transfieran a la esfera política. En una última revisión que realiza la autora acerca de la democracia participativa (Pateman 2012), sostiene de manera radical que el objetivo principal de la participación es “la democratización de la democracia”, la conformación de una sociedad participativa y la generación de una estructura de autoridad democrática. Se trata de ampliar las oportunidades para que los individuos participen en los procesos de toma de decisiones en la vida diaria y colectiva tanto como en el sistema político. 


			En este marco, es posible distinguir dos estrategias destinadas a dar voz a la ciudadanía: la pluralista y la deliberativa. La primera trata de aumentar la interrelación entre los grupos de interés y las instituciones representativas, de modo que los ciudadanos a través de estos organismos puedan ejercer un mayor control entre periodos electorales. Este tipo de estrategia más bien se constituye como un complemento de la democracia liberal representativa. La segunda, en cambio, postula la creación de ámbitos en los que la ciudadanía puede llegar a definir los intereses de la comunidad mediante la deliberación y la discusión pública. O sea, busca introducir mecanismos específicos, regulados y más o menos permanentes o accesibles a la ciudadanía para que estos puedan manifestarse. 


			En América Latina, a lo largo de la década del noventa, el impulso participativo provino, en lo fundamental, del acceso de diversos partidos de izquierda y movimientos populares al poder local, tanto a nivel urbano (el Partido de los Trabajadores en Brasil, el Frente Amplio en Uruguay, la Causa R en Venezuela, entre otros) como rural (“gobiernos indígenas participativos” en los países andinos). Estas experiencias de innovación democrática fueron bastante heterogéneas, pero compartían el objetivo de promover políticas públicas orientadas a la igualdad y la redistribución, y en su mayoría contaban con amplia participación de movimientos sociales y/o organizaciones barriales. Algunas de estas experiencias trascendieron las fronteras iniciales, como el Presupuesto Participativo y otros dispositivos deliberativos que actualmente son promovidos a nivel global por las agencias internacionales y bancos de desarrollo. 


			Otra fuente de innovación democrática en América Latina tomó forma en algunos de los procesos constituyentes que tuvieron lugar desde 1988. En casos como el de Brasil (1988), Colombia (1991), Venezuela (1999) y otros que le siguieron se trataba de refundar el Estado y la democracia mediante la elaboración de nuevas constituciones que han incluido la participación directa de los ciudadanos y de las organizaciones en el corazón de una definición ampliada de la soberanía popular. 


			Estas nuevas constituciones participativas contemplan una serie de mecanismos deliberativos para la elaboración y seguimiento de las políticas públicas a nivel nacional y local, la creación de instancias mixtas (Estado-sociedad) de cogestión, la puesta en marcha de instituciones de control social y rendición de cuentas, el reconocimiento de la dimensión colectiva de la ciudadanía (organizaciones, pueblos y nacionalidades como sujetos de participación) y de la figura de la democracia comunitaria, la implantación de mecanismos neocorporativos de representación de intereses sociales y, entre otros elementos, la vigencia de nuevos recursos para la elección o designación (sorteo, méritos) de los ciudadanos y organizaciones que ocuparán los espacios asignados a la sociedad civil. Se trata de un conjunto de dispositivos que van más allá del canon liberal que ha moldeado hasta hoy las instituciones de la democracia representativa vigentes en la región. 



Una concepción minimalista de la democracia se centra en el funcionamiento de las elecciones, que deben ser el único mecanismo de acceso a los cargos públicos; no debe existir violencia ni fraude y deben ser competitivas. Medir estas variables no siempre es tan fácil: la competencia entre partidos puede ser una parodia, como ocurrió en Paraguay durante la dictadura de Stroessner o, sin ir a casos tan extremos, pueden darse todas las condiciones, pero haber una situación de “cancha inclinada” cuando el gobierno abusa de su posición de poder durante la campaña electoral (al confundir publicidad institucional con partidaria, por citar un ejemplo típico). De la misma manera, la expansión de mecanismos participativos puede en ocasiones ser compatible con sistemas autoritarios, cuando estos mecanismos son controlados por el poder y su alcance es condicionado por los intereses de los gobernantes.





			La crisis económica iniciada en 2008 ha impulsado el reclamo por la revitalización de la democracia. Con eslóganes como “no nos representan”, “somos el 99 por ciento”, “si luchamos podemos perder, si no, estamos perdid@s” se organizaron movimientos de lucha en Grecia, Estados Unidos, Italia o España. Estos han impulsado la demanda de cambios desde abajo y han abierto la posibilidad de promover reformas desde las instituciones. En casos como los de las ciudades de Madrid y Barcelona, fueron gobiernos formados por la confluencia de partidos nuevos (Podemos) y movimientos sociales, los que han impulsado novedosas formas de participación ciudadana. Pero también hay experiencias en que gobiernos de corte más tradicional han cedido espacio al cambio, como ha ocurrido en Irlanda. 


			Irlanda fue uno de los países de Europa más afectados por la crisis, con altos niveles de desempleo y un enorme desencanto incentivado por la falta de respuestas de los gobernantes y los escándalos de corrupción. Es en este escenario que el gobierno aceptó incorporar un innovador sistema de participación para discutir la reforma constitucional. El procedimiento, en que las universidades tuvieron un lugar destacado, partió de identificar temas para la reforma constitucional y convocar una Convención para que se discutiera y reportaran sugerencias para emprender dicha reforma. Esta Convención se formó a partir de la participación de un 66 por ciento de ciudadanos elegidos por sorteo y otro 33 por ciento a partir de la nominación de los partidos políticos. El sorteo se realizó atendiendo a criterios de representatividad (de género, edad, territoriales y de ingresos económicos). Se discutieron temas tales como la reducción del mandato presidencial a cinco años, y permitir el voto desde los 17 años, la reforma del sistema electoral, el matrimonio para personas del mismo sexo o el fomento de la participación de la mujer en la política, entre otros. Se elaboraron informes que fueron remitidos al gobierno, que se comprometió en algunos casos a considerar y en otros a someter a referendo (como efectivamente ocurrió con el matrimonio de personas del mismo sexo, aprobado en referendo el 22 de mayo de 2015). 


			América Latina ha sido un escenario destacado en la puesta en marcha de dispositivos de democracia participativa. La expansión global de los presupuestos participativos originados a fines de la década del ochenta en Puerto Alegre es una muestra de ello, ya que actualmente todas las regiones del mundo los incorporan.


			Los analistas hacen una evaluación relativamente positiva del proceso. Jane Suiter y otros autores (2016) señalan, por ejemplo, que la inclusión de los partidos políticos, inicialmente reacios, ha sido una fuente de legitimación del proceso en varios sentidos. Por ejemplo, los partidos se han ido involucrando y han ido asumiendo la necesidad de incluir mecanismos participativos en sus programas. También en las asambleas, los representantes de partidos políticos han tenido una función de facilitadores al acompañar en la comprensión de procedimientos no siempre fácilmente asequibles para los ciudadanos corrientes. En otros aspectos, temas originariamente tan controvertidos como el matrimonio de personas del mismo sexo en un país de tradición católica y conservadora como Irlanda han sido resueltos por la vía del referendo con una clara mayoría a favor de la opción progresista y de ampliación de derechos. Para muchos, el debate ha sido clave a la hora de generar este cambio en la opinión pública. Algunos aspectos negativos refieren a la lentitud con que el gobierno cumple sus compromisos, ya que varias propuestas de la comisión siguen a la espera de una acción por parte del gobierno. 
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